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TEMAS:
ACCIÓN EJECUTIVA / CONTRA SOCIEDADES LIQUIDADAS JUDICIALMENTE / POR CRÉDITOS SURGIDOS CON POSTERIORIDAD AL INICIO DE LA LIQUIDACIÓN / SON DE COMPETENCIA DEL LIQUIDADOR O JUEZ DEL CONCURSO / Y NO DE LA JURISDICCIÓN LABORAL.
En general puede decirse que, a partir de la decisión de extinguir una sociedad el proceso de liquidación tiene como fundamento determinar los bienes con que ella cuenta para, con estos, proceder al pago de sus obligaciones según las prelaciones de ley y finalmente desaparecer como sujeto de derechos.

En tales condiciones, bien es claro que la liquidación implica una actuación ejecutiva conjunta a la que pueden y deben concurrir todas las personas que tengan créditos a su favor, incluso si estos aún no se encuentran de plazo vencido o son simples derechos litigiosos, pues se itera, la finalidad del trámite no es otra que repartir todos los activos de la entidad entre los diferentes acreedores de manera equitativa, respetando eso sí, los privilegios de ley.

Tratándose de Sociedades de Derecho Privado el Régimen de Insolvencia Empresarial establecido en la ley 1116 de 2006, es el que regula los procesos de reorganización y liquidación judicial. (…)

… que la sentencia que puso fin a la litis se haya proferido con posterioridad a la fecha de decisión de objeciones dentro del proceso de liquidación judicial en el que está inmerso la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en liquidación, no fija en cabeza del Juzgado Quinto Laboral del Circuito la competencia para librar mandamiento de pago en contra de dicha sociedad, pues como viene de verse, cualquier obligación surgida antes o después de iniciado el proceso de liquidación judicial debe presentarse ante el juez del concurso…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintinueve de marzo de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 29 de marzo de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado por el señor Jair Enrique Iglesias Jiménez contra el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 16 de octubre de 2018, por medio del cual se abstuvo de decretar una medida cautelar dentro del proceso ejecutivo que le promueve a la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en Liquidación Judicial, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-005-2016-00492-01.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

El señor Jair Enrique Iglesias Jiménez, luego de obtener decisión favorable a sus intereses, consistente en el reconocimiento y pago de la indemnización por terminación del contrato de trabajo sin justa causa por la suma de $38.200.000, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de la citada providencia.

Mediante el auto que libró mandamiento de pago de fecha dieciséis de febrero de 2018 –fls 425 a 426- se ordenó la notificación personal de la parte ejecutada, la cual compareció a la litis a través de curador ad litem designado por el juzgado, quien durante el término concedido para pagar y/o proponer excepciones guardó silencio, ordenándose como consecuencia de la anterior seguir adelante con la ejecución.

Liquidadas las costas y presentada la liquidación del crédito por parte del ejecutante, se solicitó al juzgado el embargo de los dineros producto de la venta de los derechos deportivos de los jugadores Leonardo Castro y Juan Camilo Hernández que se encuentran a disposición del proceso de liquidación judicial de la Corporación Social, Deportiva y Cultura de Pereira en liquidación Judicial que se adelanta ante Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad.

Tal petición fue negada por improcedente mediante providencia adiada 21 de agosto de 2018, por considerar el juzgado que la misma no se encuentra enlistada en las modalidades de embargo previstas en el artículo 593 del Código General de Proceso.

Inconforme con la decisión, la parte ejecutante interpuso recurso de reposición  haciendo notar la procedencia de la medida y la obligación de la a quo de decretarla, cualquiera que sea su denominación, con fundamento en el artículo 590 del Código General del Proceso; no obstante ningún cambio sufrió la decisión.
Posteriormente, el ejecutante solicitó se decretara el embargo de los dineros puestos a disposición del Juzgado Primero Civil del Circuito por cuenta del proceso de liquidación en el que se encuentra incursa la ejecutada, pretendiendo además que se deje claro que la obligación cobrada es de aquellas denominadas como gastos de administración, en consideración a que surgió con posterioridad a la apertura del proceso de liquidación de la sociedad ejecutada, por lo tanto es viable su procedencia.
Nuevamente el juzgado se abstuvo de decretar la medida reiterando los argumentos expuestos en oportunidades anteriores, decisión contra la cual fue interpuesto el recurso de apelación insistiendo en la procedencia de la medida cautelar. 

El recurso fue concedido y remitido el expediente a esta Corporación para resolver lo pertinente, labor de la que se ocupará luego de tener en cuenta las siguientes

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Son competentes los jueces laborales para adelantar ejecuciones por condenas proferidas en procesos laborales contra la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en liquidación judicial?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

DE LA LIQUIDACIÓN JUDICIAL.
En general puede decirse que, a partir de la decisión de extinguir una sociedad el proceso de liquidación tiene como fundamento determinar los bienes con que ella cuenta para, con estos, proceder al pago de sus obligaciones según las prelaciones de ley y finalmente desaparecer como sujeto de derechos.
En tales condiciones, bien es claro que la liquidación implica una actuación ejecutiva conjunta a la que pueden y deben concurrir todas las personas que tengan créditos a su favor, incluso si estos aún no se encuentran de plazo vencido o son simples derechos litigiosos, pues se itera, la finalidad del trámite no es otra que repartir todos los activos de la entidad entre los diferentes acreedores de manera equitativa, respetando eso sí, los privilegios de ley.

Tratándose de Sociedades de Derecho Privado el Régimen de Insolvencia Empresarial establecido en la ley 1116 de 2006, es el que regula los procesos de reorganización y liquidación judicial.

Siendo este último el que interesa al debate, la norma citada establece en el artículo 48 el contenido del auto de apertura del proceso de liquidación judicial, precisando que ésta debe contener:
“(…) 2. La imposibilidad, a partir de la fecha de la misma, para que el deudor realice operaciones en desarrollo de su objeto, pues conservará su capacidad jurídica únicamente para los actos necesarios a la inmediata liquidación, sin perjuicio de aquellos que busquen la adecuada conservación de los activos. Los actos celebrados en contravención a lo anteriormente dispuesto, serán ineficaces de pleno derecho.” (Negrilla para resaltar)
Más adelante precisa en el artículo 50 los efectos de la apertura del proceso de liquidación, siendo algunos de ellos:

“1. La disolución de la persona jurídica. En consecuencia, para todos los efectos legales, esta deberá anunciarse siempre con la expresión “en liquidación judicial”.
2. La cesación de funciones de los órganos sociales y de fiscalización de la persona jurídica, si los hubiere.
3. La separación de todos los administradores.
4. La terminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento diferido o de ejecución instantánea, no necesarios para la preservación de los activos, así como los contratos de fiducia mercantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre bienes propios y para amparar obligaciones propias o ajenas; salvo por aquellos contratos respecto de los cuales se hubiere obtenido autorización para continuar su ejecución impartido por el juez del concurso.
5. La terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente pago de las indemnizaciones a favor de los trabajadores, de conformidad con lo previsto en el Código Sustantivo del Trabajo, para lo cual no será necesaria autorización administrativa o judicial alguna quedando sujetas a las reglas del concurso, las obligaciones derivadas de dicha finalización sin perjuicio de las preferencias y prelaciones que les correspondan.
(…) 
11. La prohibición para administradores, asociados y controlantes de disponer de cualquier bien que forme parte del patrimonio liquidable del deudor o de realizar pagos o arreglos sobre obligaciones anteriores al inicio del proceso de liquidación judicial, a partir de la fecha de la providencia que lo decrete, so pena de ineficacia, cuyos presupuestos serán reconocidos por el Juez del concurso, sin perjuicio de las sanciones que aquellos le impongan.
12. La remisión al Juez del concurso de todos los procesos de ejecución que estén siguiéndose contra el deudor, hasta antes de la audiencia de decisión de objeciones, con el objeto de que sean tenidos en cuenta para la calificación y graduación de créditos y derechos de voto. Con tal fin, el liquidador oficiará a los jueces de conocimiento respectivos. La continuación de los mismos por fuera de la actuación aquí descrita será nula, cuya declaratoria corresponderá al Juez del concurso.
Los procesos de ejecución incorporados al proceso de liquidación judicial, estarán sujetos a la suerte de este y deberán incorporarse antes del traslado para objeciones a los créditos.
Cuando se remita un proceso de ejecución en el que no se hubiesen decidido en forma definitiva las excepciones de mérito propuestas estas serán consideradas objeciones y tramitadas como tales.
13. La preferencia de las normas del proceso de liquidación judicial sobre cualquier otra que le sea contraria. (...)”.
Se infiere entonces de las normas citadas que una vez se inicia el proceso de liquidación judicial los operadores judiciales que tienen a cargo acciones ejecutivas en contra de sociedades en proceso de liquidación judicial, pierden la competencia para continuar tramitando éstas, pues ya corresponde al juez del concurso su conocimiento.

DE LOS CREDITOS SURGIDOS CON POSTERIORIDAD AL INICIO DEL PROCESO DE LIQUIDACIÓN.  
El proceso de liquidación judicial iniciado por el incumplimiento del acuerdo de reorganización, debe ceñirse a las regulaciones previstas en este último trámite en lo tocante al inventario de bienes, reconocimiento de créditos y derechos de voto,  pues así se infiere del artículo 53 de la ley 1116 de 200, que  señala:

“El liquidador procederá a actualizar los créditos reconocidos y graduados y el inventario de bienes en el acuerdo de reorganización y a incorporar los créditos calificados y graduados en el concordato, si fuere el caso, los derechos de votos y los créditos en el acuerdo de reorganización fallido y a realizar el inventario de bienes en estos dos últimos, desde la fecha del vencimiento de la obligación hasta la de inicio del proceso de liquidación judicial, en los términos previstos en la presente ley.

(…)
En el proceso de liquidación judicial, el traslado del reconocimiento de créditos, del inventario de los bienes del deudor y las objeciones a los mismos serán tramitados en los mismos términos previstos en la presente ley para el acuerdo de reorganización”.
En efecto, si el trámite correspondiente al traslado de créditos e inventario de bienes y las objeciones a éstos, se debe adelantar con observancia de lo previsto en los artículos 29 y 30 de la Ley 1116 de 2006 que corresponden al trámite de reorganización, se infiere entonces que las disposiciones contenidas en el capítulo V de esa normativa son aplicables al caso de la liquidación judicial, en lo que respecta a la calificación y graduación de créditos y derechos de voto e inventario de bienes.
Es así entonces que el artículo 25 ibídem establece que:

“Los créditos a cargo del deudor deben ser relacionados precisando quiénes son los acreedores titulares y su lugar de notificación, discriminando cuál es la cuantía del capital y cuáles son las tasas de interés, expresadas en términos efectivos anuales, correspondientes a todas las acreencias causadas u originadas con anterioridad a la fecha de inicio del proceso.

Los créditos litigiosos y las acreencias condicionales, quedarán sujetos a los términos previstos en el acuerdo, en condiciones iguales a los de su misma clase y prelación legal, así como a las resultas correspondientes al cumplimiento de la condición o de la sentencia o laudo respectivo. En el entretanto, el deudor constituirá una provisión contable para atender su pago.

Los fallos de cualquier naturaleza proferidos con posterioridad a la firma del acuerdo, por motivo de obligaciones objeto del proceso de reorganización, no constituyen gastos de administración y serán pagados en los términos previstos en el mismo para los de su misma clase y prelación legal. En el evento de estar cancelados los de su categoría, procederá su pago, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del fallo”.
También señala el artículo 71 ibídem que las obligaciones posteriores al inicio del proceso de insolvencia “son gastos de administración y tendrán preferencia en su pago sobre aquéllas objeto (…) de liquidación judicial, según sea el caso, y podrá exigirse coactivamente su cobro”.
EL CASO CONCRETO
Lo primero que debe precisarse en el presente asunto es que, el contrato de trabajo suscrito entre el señor Jair Enrique Iglesias Jiménez y la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en liquidación fue posterior a la apertura del proceso de liquidación judicial y fue suscrito precisamente con el liquidador de la sociedad, doctor Jhon Omar Candamil Calle.

Ahora, para cuando se tomó decisión de fondo en este asunto, esto es el 15 de noviembre de 2017  -fls 413 y 414-, ya había sido realizada en el Juzgado Primero laboral del Circuito donde se adelanta el proceso de liquidación judicial la audiencia de decisión de objeciones que inicio el 29 de marzo de 2016 y finalizó el 14 de septiembre de 2016, por lo tanto, hasta esta fecha debió remitirse el proceso ejecutivo ante dicho juzgado conforme lo establece el numeral 12 del artículo 50 de la norma en cita.

No obstante esa situación, el que la sentencia que puso fin a la litis se haya proferido con posterioridad a la fecha de decisión de objeciones dentro del proceso de liquidación judicial en el que está inmerso la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en liquidación, no fija en cabeza del Juzgado Quinto Laboral del Circuito la competencia para librar mandamiento de pago en contra de dicha sociedad, pues como viene de verse, cualquier obligación surgida antes o después de iniciado el proceso de liquidación judicial debe presentarse ante el juez del concurso, pues nótese como la norma previó la forma en que los acreedores debían comparecer al proceso de insolvencia, así como la manera en que debían hacerse efectivos los créditos surgidos con posterioridad a dicho trámite, mismos que pueden exigirse coactivamente su cobro ante el juez del concurso, pues es quien tiene aprisionados todos los bienes de la sociedad.
En ese entendido, habrá de declararse la nulidad de todo lo actuado en este trámite ejecutivo en razón a la incompetencia de los jueces laborales para adelantar procesos ejecutivos contra la Corporación Social y Deportiva y Cultural de Pereira en liquidación.

En el anterior orden de ideas, la Sala de decisión Laboral No. 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de todo lo actuado en este proceso por falta de competencia del juzgado de origen para adelantar ejecuciones laborales contra la Corporación Social Deportiva y Cultural de Pereira en Liquidación.

SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira que remita el expediente original contentivo de esta ejecución al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad.
Notifíquese.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En compensación de Hábeas Corpus
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